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LOS RETOS DE LA REFORMA ELECTORAL 2014, 

MARco ANTONIO ADAME MEZA 

J. NAZARÍN VARGAS ARMENTA 

1 

Con la aplicación de la .reforma de 2014 pareciera que en las inmediatas 

elecciones celebradas en 2015, 2016 y 2018 se mantuvieron los estánda­

res de efectividad en las funciones de los órganos electorales. En ese 

sentido, las elecciones locales resultaron en la alternancia de ocho guber­

naturas estatales y en un amplio número de ayuntamientos; por supues­

to, con la elección nacional de 2018 se renovaron sin mayores incidentes 

los espacios de representación y se integró un nuevo Gobierno. Se trató 

de la persistencia de la competitividad electoral y calidad en los procesos. 

Sin embargo, existen puntos de reflexión que cuestionan algunos de 

los elementos de la reforma, ciertos aspectos que se han palpado en la 

práctica durante el desarrollo de los procesos electorales. El primero de 

éstos tiene que ver con el número elevado de atribuciones y funciones 

que desempeñó el Instituto Nacional Electoral (INE) durante las eleccio­

nes en 2015, 2016 y 2018. Por ejemplo, y al respecto, el consejero pre­

sidente del INE pronunció que: "Nunca antes en la historia una autoridad 

electoral en. el mundo había realizado una fiscalización tan grande y en 

tan poco tiempo" ,2 y es verdad, las actividades del órgano electoral na­

cional 'fueron tan -amplias y vastas que para algunos, como Luis Carlos 

I Artículo realizado con la participación y colaboración académica de la esmdian­

te de la Licenciatura en Ciencia Política y Administración Pública: Mara C incia Chino 

Ávila y de la Lic. Leslie Jbeth Bueno Cruz, ambas colaboradoras de investigación en el 

desarrollo del presente trabajo. . . . . . 
2 Consultado en línea: https:llportal,mterior. me. rnx/11rch1vos3/portallhtstonco/conte-

nidolcomunicados/2015107/20150 720-1. html 
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Ugalde, les hicieron cuestionar y dudar de si, efectivamente, el INE con­
taba con la estructura para atender todos los procedimientos establecidos 
en la ley. ·Acaso tendrá los "ojos y el cerebro para revisar decenas de miles 
de infor~es de gastos, realizar auditorías, llevar a cabo visitas de campo, 
cotejar facturas, hacer sumas y restas, dar derecho de audiencia y tener 
listos los dictámenes en un término de 37 días después de la jornada elec­
toral, como marca la norma ... ? A lo que concluye ... esta saturación de 
funciones y actividades del INE es resultado del "modelo de fiscalización 
rebasado por la realidad" (Ugalde, 2016). Y claro, la sobresaturación de 
las funciones del INE ya habían sido tema de análisis durante la configu­
ración de reformas anteriores; por consiguiente, tanto los funcionarios 
electorales como los analistas políticos han referido que los procesos 
electorales son las pruebas de fuego del nuevo órgano electoral. 

Pareciera, entonces, que de las reformas previas ha resultado un mo­
delo de fiscalización con grandes y amplias fragilidades. Por ejemplo, 
durante las elecciones de 2016, el INE evidenció que "un 52% de los 3 
mil 385 candidatos" no habían entregado el reporte de gastos de pre­
campaña y campaña que establece la legislación. Frente a ese escenario, 
el órgano electoral expresó que dicho comportamiento se fundaba en los 
incentivos que el Tribunal Electoral había generado, pues días antes de 
estas afirmaciones el INE canceló el registro de dos candidaturas del par­
tido Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), las cuales fueron 
restituidas por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF), con la premisa de proteger el derecho democrático a ser votado. 
Se trata de un escenario que ya había sido advertido por Arturo Ramos 
y Juan Marcos Dávila al señalar los problemas en la relación de los órga­
nos electorales, pues lejos de ayudar en la colaboración y desarrollo de 
sus funciones, genera confusión y competencia entre las instituciones. 

En el mismo orden, pareciera que la reforma de 2014, con su inten­
ción de lograr establecerse y mantenerse en una delgada línea, entre la 
centralización y la descentralización, dejó temas pendientes en su rela­
ción. P0r ejemplo, con los órganos electorales locales, en que en más de 
una ocasión el INE, a través de los procedimientos que le establece la 
legislación, ha señalado incompetencia de funciones locales. 

En definitiva, la reforma también derivó en lo esperado. Las funcio­
nes del INE aumentaron a 74 nuevas atribuciones, un significativo incre-
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mento.3 Un elemento, cuestionado por Ugalde en 2014, apegado en el 

Principio de Peter, y su relación con la sobresaturación de las institucio­

nes, que han demostrado su buen proceder, pero que a mayores atribu­
ciones se corre el riesgo de rebasar su límite de competencia y derivar en 
instituciones ineficaces e insuficientes. 

Ante este panorama pareciera inevitable cuestionar si las experiencias 
electorales recientes han generado elementos que motiven la celebración 

de nuevos acuerdos entorno a la norma electoral, pues pareciera que "la 
reforma electoral es un espacio de ingeniería, es como un trabajo de re­

lojería, con plazos claramenre determinados", fundados, especialmente, 
en la desconfianza. 

La desconfianza ha propiciado y configurado en M éxico un sistema 
electoral complejo , es decir, la suspicacia, la susceptibilidad, el cuidado 

extremo, la cautela fre nre al competidor ha sido el detonante y el motivo 
que ha alimentado los procesos de refo rma en las últimas cuatro déca­
das. Reformas que, en principio, tienen en común que son un esfuerzo 

legislativo orientado a mejorar -el cambio es sinónimo de progreso-, 
pero una vez contrastadas con la realidad , los competidores vuelven a 

replantearse las fa llas, a trata r de cubrir las lagunas, porque en la mayoría 
de los casos han vinculado y adj udicado los fracasos electorales a la inge­

niería institucional. 
Por lo tanto, es común encontrar en las publicaciones especializadas 

sobre los estudios electorales en México que después de una elección 
viene una reforma de carácter electoral, pues los partidos políticos, des­

pués de los comicios y ante diversos señalamientos que han oscilado 
desde la exposición de condiciones de desventaja en la competencia has­
ta el "fraude" en las elecciones, motivan primordialmente a replantearse 

las reglas del juego. Sin embargo, en las pasadas elecciones de 2018 no 
existieron señalamientos de esa índole, pero en la actualidad sí hay 

3 Por ejemplo, el órgano electoral en 2006 celebró 32 sesiones de consejo general, 

mientras que en 2012 realizó 76. Por su pane, y a partir de los nuevos procedimientos 

y recursos establecidos en la reforma, el TEPJF conoció en 2006 de 3 mil 549 asuntos, 

mientras que en 2015 la cifra alcanzó un total de 22 mil 206. Se trata de cifras que 

reflejan el incremento de la actividad electoral por pane de las instituciones, que por 

un lado podría significar mejores resultados, pero no siempre las mayores tareas tienen 

mejores y mayor eficiencia en las funciones. 
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decisión de iniciar un proceso de reforma en materia electoral. Lo nove­
doso en este caso es que la solicitud de reforma no viene de la oposición, 
sino de la primera fuerza política nacional. . _ . 

Algunos analistas han expresado que la ausencia de senalam1entos 
después de las elecciones de 2018 no significa que las fallas de las auto­
ridades electorales y las dificultades de la ingeniería electoral no estuvie­
ran presentes, más bien puntualizan que el holgado triunfo electoral de 
una fuerza política, que durante los últimos procesos había tenido el 
papel de oposición, es quizá lo que hizo poco evidente los desperfectos 
del sistema electoral mexicano. 

Por consiguiente, desde diversos foros, artículos de opinión y reflexio­
nes académicas se han puntualizado los siguientes temas, como parte de 
una agenda pendiente: violencia política de género, financiamiento pú­
blico de los partidos políticos, democracia directa, paridad de género, 
voto de los mexicanos radicados en el extranjero, reelección de autoridades 
ejecutivas, las condiciones de participación desde las candidaturas inde­
pendientes refiriéndose específicamente al financiamiento y tope de gastos 
de campaña, la libertad de expresión en los tiempos de una revisión 
minuciosa del contenido de los mensajes políticos, la violencia político­
electoral en el contexto de violencia que vive México y, por supuesto, las 
reflexiones sobre el federalismo o el centralismo electoral. 

Tal vez, dentro de todos estos temas, los contenedores generales se­
rían tres: 1. La discusión sobre los costos de la democracia electoral, que 
pasa por las instituciones electorales hasta el financiamiento a los parti­
dos políticos; 2. Vencer la desconfianza en las instituciones y en los pro­
cesos electorales, que transita por la configuración de reglas incluyentes, 
justas y plurales; y 3. Definir el criterio de la administración electoral, ya 
sea desde un esquema federal que prescinda incluso del Consejo General 
del INE y que permita que se operen las elecciones desde la dimensión 
subnacional o el esquema centralista de los procesos electorales que aglu­
tine en una institución nacional todas las funciones de los procesos elec­
torales de carácter nacional y local, prescindiendo, por ende, de los 
institutos estatales. 

Algunos de estos temas ya han sido planteados en diversos foros, 
incluso han generado reacciones, especialmente ante los recortes del pre­
supuesto del INE, frente al esquema de ingeniería institucional de carác­
ter electoral y al tema de las reglas del juego en la competencia. 
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Pero si esto es así, ¿hacia dónde parece que va el debate de las futuras 
e inminentes reformas electorales en México? Para esa reflexión bien 
podríamos partir de cuatro elementos, como posibles rutas en las refor­
mas electorales inmediatas; con el entendido de que existirá un nuevo 
proceso de reforma, si las condiciones políticas y sociales lo propician. 
En ese sentido, y apegado a las experiencias latinoamericanas y a los 
debates que se han presentado en los últimos procesos de reforma, tanto 
en el ámbito político como académico, podríamos distinguir las siguien­
tes trayectorias: 1. La reelección en los espacios ejecutivos de los gober­
nadores y presidente de la república; 2. La centralización definitiva de 
las funciones propias en la organización de las elecciones; 3. Un paquete 
de mayor rigidez en la fiscalización de los partidos políticos y candidatos 
en los procesos electorales, considerando un significativo ajuste al presu­
puesto destinado a las actividades electorales; y 4. la implementación de 
mecanismos de democracia directa en el sistema político mexicano. 

SOBRE LA REELECCIÓN PRESIDENCIAL 

Más allá de las coyunturas y de los personajes políticos en escena se 
trata de un tema recurrente en cada uno de los debates en materia elec­
toral. Quizá por referirse a un asunto controvertido para la historia po­
lítica de México, pero también por la sinergia permanente en la región 
latinoamericana,4 y ahora por la aplicación ya definida para las autorida­

des municipales y legislativas en el país. 
Cabe destacar que la reelección presidencial, en cualquiera de sus 

modalidades (reelección diferida, la consecutiva limitada a periodos y la 
indefinitiva), como todo procedimiento y mecanismo institucional, re­
percute en el desempeño de los sistemas políticos; por lo tanto, se rela­
ciona con la reelección diferida con mayor desempeño del Estado de 

4 El planteamiento y propuesra de la aplicación ele mecanismos como la reelec­
ción se hacen presences en América Latina con los procesos de transició n de regímenes 
autoritarios a democráticos. Se rraca de lo que Sarnuel Hunringron denominó: la Ter­
cera O la Democratizadora ( J 994). En ese sentido, necesariamenre el debate sobre la 
consolidación de la d emocracia se centró en las instituciones de cada sistema político, 

al reforzamiento de instancias legales, como las constituciones de cada país, las instan­

cias de poder, es decir, las autoridades formales, los ó r_denes de Gobierno ~ ~l marco 

norm · ' .,·nc,·p,·os y valores compaubles con los dernocrac1cos. attvo en armonta con pr ' · 
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derecho (O'Donnell, 1994), estabilidad política y efectividad guberna­
mental, es decir, menor corrupción y aplicación e implementación de 
políticas efectivas, con una visión a largo plazo y con proyectos inclu­
yentes. En ese sentido, pareciera que la reelección diferida, con plantear 
la posibilidad a un presidente de volver a postularse, propiciara las con­
diciones de estabilidad, generando alianzas estratégicas fuertes basadas 
en el consenso, con el objetivo de lograr las aspiraciones políticas y de 
mantener la posición de Gobierno. 

En ese sentido, por ejemplo, la reelección diferida promovería y ga­
rantizaría otras circunstancias, como la reducción de costos y la alternan­
cia constante en el poder, sea entre instituciones o entre élites políticas, 
así como la configuración de oposiciones.responsables en amplia coope­
ración institucional. Lo anterior en contraparte del esquema de reelec­
ción indefinida, en que pareciera que la calidad institucional es menor 
debido a que el mecanismo de reelección, en este caso, ocasiona el cen­
tralismo, amplia polarización política, acciones de Gobierno excluyentes 
e inoperatividad política, puesto que, por un lado, suscitaría una oposi­
ción más agresiva y con menor colaboración con los gobiernos en turno; 
y, por otro lado, las acciones de Gobierno se tornarían clientelares, con 
miras a mantener la posición de poder. Estas reflexiones, a manera de 
ejemplo, evidencian las repercusiones de la ingeniería institucional en la 
vida política de los países. 

A todo esto, ¿qué ha pasado en América Latina? Para la región, los 
motivos de resistencia en los primeros años de la democracia pueden 
considerarse como pragmáticos, resultado también de su historia inme­
diata. Es decir, en los hechos se trató de alcanzar pronta estabilidad, 
evitar riesgos de crisis política que desencadenaran no sólo inestabilidad, 
sino también la caída y el hundimiento de los nuevos regímenes, y en el 
peor de los escenarios el retorno, la regresión a regímenes políticos no 
democráticos. 

Sin embargo, en la actualidad, América Latina ha transitado a nor­
mas que posibilitan la reelección, aunque es preciso plantear que todavía 
se mantienen matices de desconfianza en el procedimiento, por aquello 
de presuponerlo como proclive al autoritarismo.5 En ese sentido, se han 

5 La investigación realizada por Michael Penfold, Javier Corrales y Gonzalo Her­
nández apunta a que en la historia reciente de América Latina, desde la transición a la 
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realizado reformas que han establecido en diversos países latinoamerica­

nos el mecanismo de reelección, en algunos casos diferidos y en otros 

consecutivos. Asimismo, se han celebrado reformas encaminadas al for­

talecimiento de las instituciones democráticas, como la instancia presi­

dencial, en la aplicación de l;i segunda vuelta (Ballotage),6 lo anterior, 

con la finalidad de fortalecer al candidato ganador de una elección pre­

sidencial ampliando la legitimidad con una victoria que garantice un 

porcentaje alto de votos. Se trata de mecanismos relativos a la ingeniería 
constitucional.7 

En la actualidad, la posición ciudadana en México parece todavía 

indinada al rechazo de la implementación de la reelección. En el caso 

del presidente de la república y de los gobernadores, según la Encuesta 

Nacional de Reelección e Impartición de Justicia, aplicada en 1998, 

17% de la población encuestada planteó estar de acuerdo con la reelec­

ción presidencial, mientras que 69% expresó su desacuerdo. En 2003, la 

Primera Encuesta Nacional de Cultura Constitucional cuestionó a los 

ciudadanos sobre su acuerdo o desacuerdo con la reelección presidencial; 

19.2% exp resó estar a favor, mientras que 68% mostró su rechazo. La 

misma encuesta nacional en 2011 reflejó que 24% de la población con­

sultada manifestó su acuerdo con la reelección presidencial, mientras 

que 52% su desacuerdo. Resulta claro distinguir que, aunque los por-

democracia hasta la actualidad, 9.45% de los presidentes en funciones han tratado de 

modificar la Constitución , con el objetivo de ampliar su periodo. De este porcenraje de 

mandatarios que se han propuesto reformar, con la finalidad de postularse y manrener 

el poder político , 70% logra el objetivo. 
6 Como hemos explicado, es el término francés que refiere a la segunda vuelca 

electoral para seleccionar a presidente de la república o cargos legislativos. El concepto 

en términos literales significa votar con bolillas, y es un procedimienro electoral que 

nació en el siglo XIX. Consultado en línea: https:lles.wikipedia.orglwiki/Segunda_vuel­

ta_electoral 
7 Enrique Córdova Avelar, a propósito de la obra celebre de Giovanni Sarrori ti­

tulada Ingeniería constitucional comparada, menciona que: "Las constituciones son for­

mas que estructuran y disciplinan los procesos de toma de decisiones de los Estados. 

Las normas constitucionales establecen la manera en que se crearán las normas; no 

deciden , ni deben decidir, qué debe ser establecido por las normas, es decir, son instru­

mentos o procedimientos cuya intención es asegurar un ejercicio controlado del poder, 

no son constituciones de aspiraciones". Consultado en línea: https:lltecnologias-educati­

vas. te.gob. mx/RevistaElectoral!content!pdjla-1997-02-009-131.pdf 
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centajes que reflejan el acuerdo son menores y los que expresan su 
desacuerdo muy alto, la tendencia ha sido la cada vez mayor acepta­
ción y acuerdo de los ciudadanos mexicanos a la aplicación de la ree­
lección presidencial. 

En el caso de los gobernadores, la Encuesta Nacional de Reelección 
e Impartición de Justicia refleja que 20% de los ciudadanos encuestados 
manifestó estar de acuerdo con la reelección de los gobernadores en Mé­
xico, mientras que 66% manifestó su rechazo. En 2003, con la Primera 
Encuesta Nacional de Cultura Constitucional, 16.9% externó su acepta­
ción, y 72.5% su desacuerdo; la segunda encuesta del mismo tipo, apli­
cada en 2011, reflejó que sólo 15 .6% de los encuestados aceptó la 
reelección de gobernadores en México, mientras que 60.2 refirió su des­
acuerdo. 

Tal pareciera que cada vez más transitamos a un escenario donde la 
ciudadanía mexicana va aceptando la posibilidad de volver a elegir a sus 
autoridades políticas. Se trata de encontrar el momento en que lo im­
portante sea el proceso democrático, la garantía que los electores tengan 
de elegir de manera libre a sus autoridades políticas y de tener, mediante 
los diferentes mecanismos democráticos, la configuración de buenos go­
biernos. Como todos los procedimientos, se trata de garantizar, median­
te incentivos positivos, resultados gubernamentales que influyan en la 
vida cotidiana de los ciudadanos. Por lo tanto, consideramos que el de­
bate aún permanece vigente, pero los argumentos para aceptar o recha­
zar la reelección en México son diferentes de los vertidos en momentos 
históricos distintos de nuestra nación. El contexto político en México, 
sin duda, ha cambiado. 

SOBRE LA CENTRALIZACIÓN DEFINITIVA 

DEL INSTITUTO ELECTORAL 

Resulta indiscutible, para la realización del procedimiento e}ecroral. 
la presencia de un órgano encargado de organizar y arbitrar durante el 
proceso la competencia entre las diversas fuerzas políticas; además, que 
establezca condiciones básicas para la competencia electoral, como reglas 
e instituciones que garanticen la realización de los comicios. 

En ese sentido, en América Latina, a partir del proceso democratiza­
dor, se configuraron en cada uno de los países autoridades electorales. 
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"Estos órganos han asumido cada vez más funciones: la calificación de 
las elecciones, la elaboración del registro electoral, la reglamentación 
de la ley electoral, el reconocimiento y cancelación de la personería de 
los partidos ... "; es decir, el tema en la actualidad parece centrado no 
tanto en la presencia o no de órgano electoral, del cual existe una uná­
nime y obvia aceptación. Sin embargo, el debate se centra en dos ele­
mentos: el primero relacionado con las atribuciones del órgano electoral; 
y el segundo, con su competencia en el ámbito local o federal. 

En relación con la cuestión de las funciones de los órganos electorales, 
podríamos subrayar, en una tendencia general, que las atribuciones clási­
cas se centran en determinar quiénes pueden votar en los procesos elec­
torales. Es decir, los requisitos, procedimientos y hasta las condiciones 
de negativa; también en registrar candidaturas electorales, contemplando 
sus requeri1nientos, proceder y condiciones en su ejercicio. La garantía 
de infraestructura y material necesario para, en el ejercicio del sufragio, 
la capacitación previa, la elaboración de los documentos electorales y del 
material utilizado; de igual forma, contar los votos, realizar el procedi­
miento de cómputo y emitir resultados, así como calificar las elecciones, 
validando su proceso y a las autoridades o representantes que resulten de 
éstas. Las anteriores son tareas y atribuciones generales de los órganos 
electorales, aunque éstos tengan distinta naturaleza, es decir, la presencia 
de órganos electorales independientes, gubernamentales o mixtos. 

SOBRE LA FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS 

EN MATERIA ELECTORAL 

El tema de la fiscalización y regulación de los partidos políticos es 
recurrente en el debate de las reformas electorales no sólo en México, 
sino también en todos los sistemas democráticos. Resulta relevante, 
puesto que evadirlo supone, como ha ocurrido, condiciones de desigual­
dad en la competencia electoral; en ese sentido, "más que ningún otro 
factor . .. es la competencia entre partidos con recursos equilibrados 
(políticos, humanos y económicos) lo que genera democracia" (Sartori, 
1994). Evadirlo también supone elementos de corrupción en los siste­
mas políticos e infiltración de grupos o poderes fácticos, tanto del orden 
formal, de las agrupaciones empresariales o de culto, como de orden ilegal, 
es decir, la delincuencia organizada y el narcotráfico. 
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En cuanto al dinero en la política, algunos especialistas han sefialado 
la cantidad desproporciona! de recursos públicos que se destina al proce­
dimiento electoral, sea para tareas de organización, resolución de con­
flictos electorales, promoción y propaganda de candidatos, así como 
para el funcionamiento ordinario de los partidos políticos. Referente a lo 
anterior: "La relación entre el dinero y la política se ha convertido en 
uno de los grandes problemas del gobierno democrático" (Kerr Pollock). 
Por ejemplo, en México, las cifras del recurso destinado a la democracia 
electoral en los últimos años han derivado en un incremento que, en 
comparación con otros sistemas políticos, rebasa la media de aportacio­
nes estatales. Basta recodar los datos de los últimos años: en 2009, el 
monto total del costo de la democracia electoral en México se ubicó en 
26 mil 755 millones de pesos, y en 2015 la bolsa total ascendió a 34 mil 
505 millones de pesos que, en relación con el presupuesto de egresos de 
la federación, representa 0.5%. Un estudio realizado por lntegralia y el 
Centro de Estudios Espinosa Y glesias estableció que, sumando los mon­
tos antes expuestos a los fondos privados que intervienen en las campa­
ñas, el costo total de la democracia en México en 2015 osciló en los 50 
mil 319 millones de pesos. Una cifra importante para las actividades 
electorales. 

Lo anterior sin contar, como segundo elemento de alarma, las canti­
dades de recursos que se inyectan a las campañas políticas desde los go­
biernos que, a través de maniobras corruptas en las finanzas públicas, 
desvían recursos para apoyar candidaturas con la finalidad de mantener 
el control político y tener influencia en los espacios de poder. Lo mismo 
ocurre con los mismos principios y motivaciones, pero con resultados de 
mayor gravedad,8 en el ámbito de la delincuencia, que a través de "apor­
taciones" económicas se posiciona en los gobiernos, mayoritariamente 

8 Basta con recordar los acontecimientos ocurridos en Iguala, Guerrero, cuando 
un grupo de estudiantes de la Normal Rural "Raúl Isidro Burgos", de Atoyzinapa, fue 
atacado y violentado por elementos de orden público del Gobierno municipal. contro­
lados por grupos delincuenciales que, en contubernio y coordinación, reprimieron las 
actividades políticas de los estudiantes. Los acontecimientos derivaron en la muerte de 
varias personas y en la desaparición de 43 estudiantes. El resultado de las investigacio­
nes oficiales refiere que el Gobierno municipal de Iguala se encontraba controlado por 
un grupo delincuencial que, a través de los apoyos destinados a la campafia política del 
entonces presidente, había logrado mantener el control político y, por ende, territorial 
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locales, para con su control político dominar territorialmente la zona en 
que realiza sus actividades delictivas. 

En ese sentido, "una vida política saludable no es posible en tanto el 
uso del dinero permanezca sin control" (Zovatto, 2003), pues parece que 
este rubro es un asunto ineludible en los procesos de reforma, porque el 
destino de los recursos es un elemento necesario para la competencia 
electoral. Resulta evidente que tanto los partidos políticos como sus can­
didatos requieren la utilización de dinero para difundir su ideario políti­
co y propues tas de campaña a través de publicidad tanto en medios de 
comunicación como en elementos de difusión en espacios públicos. Re­
sulta evidente que las autoridades electorales, administrativas y jurisdic­
cionales, necesiten para su actuar el elemento económico, pero también 
que un factor contribuyente del desarrollo normal y; sano de la actividad 
económica sería determinante, sin su control, para la distorsión y dege­
neración del proceso, pues "si su utilización no es regulada o es mal re­
gulada, el dinero puede amenazar la legitimidad de los procesos y las 
prácticas democráticas" (Zovatto, 2003). 

Ése es el asunto relevante en México. Es verdad que existe una regu­
lación en materia financiera, pues en los últimos procesos de reforma se 
han configurado normas y procedimientos para que tanto los partidos 
políticos como sus candidatos administren los recursos públicos a través 
de una permanente vigilancia de las autoridades electorales. Sin embar­
go, esas normas existentes ¿serán la regulación adecuada?, y ¿de qué de­
pende lo adecuado de una norma? Es posible contestar de manera 
inmediata que depende de manera directa del contexto.9 

En América Latina, de manera general, ha existido un contexto de 
alta desigualdad social; para ejemplificar el enunciado basta recordar que 
México tiene al hombre "más rico del mundo", Carlos Slim, considera­
do as í de manera recurrente durante los últimos años por la revista 

para sus actividades ilícitas . A la fecha, las investigaciones continúan, así como b lucha 

de los padres de familia por encontrar a sus hijos. 
9 En este terreno, el debate legislativo es can antiguo que podríamos remontarnos 

al clásico, pero basca con decir que la coincidencia d_e _pensadores versados e,n leyes 
plantea la relación directa de la norma con las cond1c10nes naturales, geográficas y 

hasta climáticas de una sociedad. Las leyes, pues, en su esencia de que son producto de 
una consideración humana, se sujetan a sus circunstancias para funcionar de manera 

óptima. 
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Forbes.10 Mientras que el país presenta un alto índice de pobreza y un 
número de familias que viven con un salario. Este contexto social y eco­
nómico que se presenta de manera general en América Latina convierte 
el elemento financiero en las campañas políticas y electorales en un ses­
go, en una variable, que se convierte en determinante cuando las condi­
ciones sociales son propicias para la manipulación a través de dádivas e 
incentivos económicos con la finalidad de influir, por no decir condicio­
nar, en el voto del electorado. En este orden de ideas, "la calidad de la 
democracia es evitar que el dinero controle a la política" (Prezworski). 

Por consiguiente, resulta claro que las autoridades electorales y los 
partidos políticos, con sus candidatos, requieren dinero para sus activi­
dades. Sin embargo, es necesario el establecimiento de un sistema de 
control de ingresos y egresos que garantice la justicia en la competencia. 

Pareciera, por los argumentos planteados por diversos analistas, que 
la clave está en el control efectivo de las cuentas de los partidos políticos 
y en un ejercicio óptimo de vigilancia. Para tal cometido existe una am­
plia lista de mecanismos e instrumentos legales de control. Incluso, en 
cualquiera de los esquemas de financiamiento a los partidos políticos, es 
decir, el del costeo público que asume en su totalidad los montos nece­
sarios para las actividades electorales, la subvención privada que deja a 
los particulares el aporte en el proceso electoral, o el mixto, que conver­
ge de manera ·simultánea los fondos, tanto privados como públicos, los 
mecanismos de control garantizan el elemento de equidad en la contien­
da. En el aspecto de la modalidad que supone el subsidio estatal a los 
partidos políticos, en América Latina son pioneros los casos de Uruguay 
en 1928, Costa Rica en 1956 y Argentina en 1957. México, como he­
mos visto en anteriores apartados, asumió este esquema de financiación 
a partir de la reforma de 1977. 

Las a_nceriores decisiones gubernamentales se apegan a la premisa de 
que tanto el apoyo a instituciones como a los partidos políticos debe ser 
un asunto orientado y respaldado por el Estado, pues resulta de interés 
público su actuar, proceder y sus consecuencias. De ese principio se parre 

IO Forbes catalogó a Calas Slim como el hombre más rico del mundo durante 
20 10 y 2014. En 2019, lo colocó, junto con su familia, con un patrimonio estima­
do en 64,000 millones de dólares, por su compañía América Móvi en el puesto núme­
ro cinco. En 2018 ocupó el sitio séptimo. 
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para considerar a los partidos políticos como entes públicos, con la fina­
lidad de evitar, en todo caso, la presencia de intereses privados en su 
funcionamiento. Por consiguiente, la orientación en el tema de financia­
miento está encaminada a consolidar el esquema de subsidio público. 

Los procedimientos de regulación electoral en América Latina obser­
van el financiamiento de los partidos políticos, de acuerdo con criterios 
como: 1. La regulación y supervisión del origen del recurso; 2. Los meca­
nismos para repartir, asignar y entregar el financiamiento público; 3 . La 
manera en que es utilizado y aplicado el recurso; 4 . Los límites en los in­
gresos y en los gastos durante los tiempos ordinarios y de campaña elec­
toral; 5. El es tablecimien to de ó rganos de vigilancia y fiscalización; y 
6. Las sanciones que se contemplan en casos de incumplimiento a la 
normatividad. 

Por ejemplo, en el aspecto del origen de los recursos públicos, la 
tendencia latinoamericana apunta a un financiamiento mixto, pues los 
partidos reciben fo ndos públicos, pero también privados, sea de manera 
directa través de dinero, bonos y préstamos, o indirecta, mediante servicios, 
beneficios tributarios, acceso a medios de comunicación o capacitación. Es 
menester aclarar que en la mayoría de los países el financiamiento priva­
do prevalece sobre el público. En México, a diferencia de la mayoría de 
naciones latinoamericanas, tal como se ha expuesto, se pondera el prin­
cipio del financiamiento público a los partidos políticos. 

Otro caso de las distintas modalidades de la norma en cuanto al fi­
nanciamiento de los partidos políticos supone las diferentes formas de 
distribución del recurso público. Por una parte, puede otorgarse apegado 
a la fuerza electoral de cada partido, es decir, a partir de los resultados 
electorales entregar mayores cantidades a los que más votos hayan obte­
nido; y, en consecuencia, menores a los que menos votos hayan captado. 
Por otro lado, se encuentra el principio que combina una fracción del 
recurso distribuido de manera proporcional a la fuerza electoral, y otra 
entregarla de manera igualitaria entre las fuerzas políticas. México se 
ubica en esta disposición. 

Resulta importarte este factor, el de la distribución de los recursos 
públicos a los partidos políticos, debido a que en cualquiera de los prin­
cipios y modalidades supone orientar ventajas o desventajas, ya sea de 
los partidos grandes o de los pequeños. Por ejemplo, si un sistema elec­
toral supone entregar la totalidad de los recursos antes del proceso 
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electoral, estaría contribuyendo al desempeño de las fuerzas menores que 
si, por el contrario, distribuye el dinero después del proceso electoral a 
manera de reembolso. Lo anterior, suponiendo que los partidos menores 
tengan menos recursos que los mayores en fuerza electoral. 

Otro elemento importante en lo referente a la financiación de los 
partidos políticos es el establecimiento de la barrera legal, es decir, el 
tope máximo de dinero que se puede destinar en cada una de las campa­
ñas políticas. Establecer y definir sanciones en posibles violaciones a la 
norma representa la posibilidad de generar condiciones de equidad, pero 
sobre todo de respeto en las reglas de juego. 

Como hemos mencionado, la utilización desmedida, derrochadora y 
desproporcionada de recursos ha significado y abonado, en gran medida, 
a la insatisfacción de la ciudadanía con la política y con los partidos 
políticos. Por estas razones, las reformas electorales han sido encamina­
das no sólo a saber de dónde provienen los recursos, sino además a ga­
rantizar que ningún actor político o fuerza electoral rebase los límites 
establecidos. 

En suma, los sistemas políticos latinoamericanos se caracterizan por 
la falta de leyes en la materia, la debilidad institucional de los organis­
mos de fiscalización, por su falta de autonomía y de recursos, poca 
disposición de los partidos políticos para respetar y _cumplir las normas 
en la materia, en la ausencia de reglas que obliguen a los partidos a res­
petar la norma o en una reorientación de las consecuencias; por ejem­
plo, valdría también premiar a quienes cumplen la ley, no sólo castigar 
a quienes la transgreden. A lo anterior podríamos agregar otra caracte­
rística: la condición permisiva de la sociedad hacia las prácticas irregu­
lares de los partidos políticos; es decir, la falta de denuncia ciudadana, 
si no incentiva los actos irregulares, sí facilita su realización o, por el 
contrario , un monitoreo constante de la ciudadanía a las actividades de 
los partidos resultaría en un elemento de vigilancia que terminaría por 
influir en el comportamiento y respeto de las normas electorales. Sin 
embargo, pareciera que se ha narnralizado la práctica de buscar en roda 
momento la burla a la norma, tan es así que resulta común en los pro­
cesos clccrorales la presencia, incidencia y reincidencia de delitos elecro­
rales por parte de los partidos políticos, anre la mirada normalizada de 
la ciudadanía, que considera, incluso, como prácticas propias de una 
elección. 
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Cabe destacar que si los objetivos generales para controlar el tinan­

ciamiento político de los partidos se centran en garantizar su indepen­

dencia, en hacer efectiva la competencia, en aumentar la transparencia y, 

a su vez, en reducir los gastos para la democracia electoral, entonces el 

camino para conseguirlos dependería de un diseño institucional adecua­

do para lograr las premisas planteadas. · 

En un estudio sobre las reformas electorales en América Latina, Zo­

vatto (201 I) plantea una serie de recomendaciones, a partir de un análi­

sis comparado de los procesos electorales, sus transformaciones e 

instituciones; encontró, en una visión general, inconsistencias que serían 

solventadas a partir de la siguiente ruta: 

1. La simplificación de las leyes y de los procedimientos, y es que en 

diversos países latinoamericanos, como en México, los pasos para encau­

zar los trabajos propios de la financiación y fiscalización de los partidos 

políticos deriva en un entramado normativo que, en muchas ocasiones, 

genera confusión y complicaciones. En pocas palabras, transformar las 

reglas en procedimientos más simples. 

2. Buscar equilibrio entre sobrerregulación y criminalización. Se tra­

ta de un elemento al que diversos analistas se han referido como el exce­

so de judicialización del procedimiento democrático-electoral. Es d ecir. 

las reglas del juego para competir en democracia se han convertido en 

un entramado de normas tan detalladas que, como se ha expuesto, ha 

convertido a la legislación en una verdadera carta de navegación .11 

3. El establecimiento de un régimen de incentivo, más que de uno 

sancionador. 
4 . Fortalecer la independencia de los órganos de control y fiscaliza­

ción. Se trata de un elemento necesario para el funcionamiento sano de 

la institución que supervisa el uso de los recursos públicos de los parti­

dos políticos. Y resulta indispensable para que su trabajo, alejado del 

sesgo o de las presiones políticas, derive en alta confianza por parre de 

todos los actores y abone de manera sustancial a la salud de la democra­

cia electoral. 

11 D e esa manera, y comparándolo con un partido de futbol, es tamos m ás aJ 

pendiente, como afición-participante, de las tarjetas amarillas y rojas, que del propio 

juego y del balón. 
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5. Consolidar un órgano con funciones claras de monitoreo e inves­
tigación. Como hemos referido, debe ser una instancia técnica con capa­
cidad dotada de herramientas no sólo legales, sino también materiales 
para la realización de sus funciones. 

6. Brindar instrumentos adecuados para el ejercicio efectivo de fis­
calización. Otorgar al órgano de control verdaderas herramientas de 
inspección. 

7. Establecimiento de una fiscalización permanente. Relacionado 
con el punto anterior, sería vigilar las actividades financieras de los par­
tidos políticos no sólo en los procesos electorales, sino también durante 
el t iempo no electoral. 

8. Regular los informes de ingresos tanto de los partidos políticos 
como de sus candidatos a puestos de elección popular. Elemento impor­
tante más aún durante los tiempos en que se desarrollan los procesos 
electorales, puesto que los periodos dinámicos propios de las precampa­
ñas y de las campañas sugieren un actuar dinámico y acertado de los 
órganos de control; y este aspecto pasa por la simplificación de los infor­
mes, pero también por las características específicas de la información 
que se requiere para su pronta observación, evaluación y deliberación. 

9. El establecimiento de auditorías aleatorias, con la finalidad de rea­
lizar una mayor y mejor verificación de control de la información que 
los partidos políticos ofrecen. Mecanismo de supervisión no basado en 
un procedimiento calendarizado de observación, sino, más bien, que 
permita que la condición de azar establezca, en algunos casos, la tenden­
cia para la supervisión constante de los partidos. 

1 O. Transparentar los resulcados de la auditoría. Un factor relevante 
resulca hacer públicos los resultados de las auditorías, con inconsistencias 
o no, con la finalidad de propiciar, en primera, una información sobre 
los recursos públicos y su utilización; y en segunda, una vigilancia per­
manente y directa por parte de los ciudadanos co n las instituciones po­
líticas. En resumidas cuentas, ésa es la virtud de esrablecer una caja de 
cristal para toda 1a información. 

11. Instaurar un procedimiento claro sobre las donaciones realiu das 
a los partidos políticos, en razón de es tablecer criterios para definir las 
vías y la forma en que se debe tratar una donación. 
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SOBRE MECANISMOS DE DEMOCRACIA DIRECTA 

Otro de los elementos pendientes en los procesos de reforma electo­

ral es el de la configuración de mecanismos de democracia directa. Se 

erara de una cuestión pendiente en que México, a diferencia de países 

latinoamericanos, ha quedado al margen en su determinación por esta­

blecer las figuras constitucionales que permitan la participación directa 

de los ciudadanos en la toma de decisiones gubernamentales y en la es­

tructuración de la legislación. 

Por consiguiente, es necesario explicar que los modelos de democra­

cia directa parten de la crisis en la representación política del sistema de 

partidos y de sus actores. Es un elemento que ha venido a más en los 

sistemas políticos contemporáneos, pues ha resultado esencial el descon­

tento ciudadano respecto de las instituciones partidistas, el cual se ha 

incrementado en los últimos años como resultado del agotamiento insti­

tucional y político de los partidos. 

Es preciso recordar que el concepto de democracia directa se remon­

ta a la práctica política de la Antigüedad. En estricto sentido, la demo-

. erada contemporánea dista mucho de los orígenes de dicho concepto en 

cuanto a su proceder. La forma de Gobierno de los griegos se basaba en 

las decisiones directas, sin intermediarios, de los ciudadanos sobre éstas. 

Las democracias contemporáneas, en cambio, suponen la intervención 

de actores que se encuentran entre los ciudadanos y las decisiones de 

poder; es decir, los representantes que toman decisiones por las y los 

ciudadanos que no por imposibilidad física no pueden reunirse en la 

plaza pública a deliberar, o por celeridad en los temas de Gobierno, es 

decir, las decisiones a deliberar entre el total de ciudadanos requieren 

prontitud. 
En realidad, la democracia griega del siglo IV a. C . es la experiencia 

política que expresa de manera literal el poder del pueblo, en una clara 

fórmula de democracia directa. Condición que pareciera inviable en el 
contexto de las nuevas sociedades urbanizadas, de alca densidad pobla­

cional y con amplia d iversidad sociedad. Sin embargo, las facil idades 

actuales de comunicación y de acceso a la información generan situacio­

nes en que la dis tancia no es impedimento para compartir una idea, 

discutirla y tomar decisiones a gran escala. Ahora nada se interpone en 

que un tema sea difundido a través de los medios de comunicación , 
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comentado por la ciudadanía a través de las redes sociales y tomar deci­
siones directas por parte de ésta desde la comodidad de su hogar a través 
de Internet. 

Esas facultades propias de la modernidad tecnológica en las comuni­
caciones han posibilitado plantear nuevas formas políticas en la toma de 
decisiones, involucrando cada vez más a la ciudadanía. 

En la región latinoamericana, verbigracia, se ha generalizado la apli­
cación de modalidades de democracia directa, con presencia de mecanis­
mos como la consulta popular, iniciativa popular12 y revocación de 
mandato. Son elementos de distintos tipos. Por ejemplo, tanto la con­
sulta como la iniciativa legislativa popular resultan mecanismos de tipo 
sustantivo, es decir, se refieren a temas de carácter específico. Mientras 
que la revocatoria de mandato es de tipo personal, pues sus implicacio­
nes se establecen en evaluar el desempeño de un gobernante. 

Antes de continuar en la línea argumentativa de los mecanismos de 
democracia directa es preciso aclarar que, de manera indistinta, se suelen 
utilizar los conceptos consulta popular, plebiscitos y referéndum. Estos 
tres términos aluden a poner en consideración de los ciudadanos ún 
tema legislativo o de Gobierno para su aprobación o negativa. Sin em­
bargo, han existido esfuerzos por asignar a cada uno de estos conceptos 
una modalidad propia. 

Para fines de esta investigación nos referiremos al concepto de con­
sulta popular para abordar todos aquellos asuntos que, mediante un me­
canismo constitucional, se pongan a consideración de la ciudadanía. En 
ese sentido, encontramos de manera general una diferenciación en la 
naturaleza de las consultas, pues . éstas pueden ser de carácter obligatorio 
o facultativas. Las consultas populares de carácter obligatorio se dividen 
en obligatorias automáticas, cuando de manera legal se establezca que, en 
casos específicos, de forma establecida un tema determinado debe ser 
imperativo. Por su parte, las consultas obligatorias acoradas surgen de 
condiciones predeterminadas. En cualquier de ambos casos, la consulra 
siempre será vinculante, es deci r, su resultado será determinante en la 

12 El concepco iniciativo popular se distingue de la iniciativa instirncional en su 
origen de formula~ión. En, ese se~cido, la iniciativa popular es desde abajo, pues se 
propo~e desd~ la c1udadan1a organ11.ada y la institucio nal desde arriba, pues se plancea 
en las mstanc1as de poder. 
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roma de decisiones. Existe también la consulta popular facultativa, que 
se presenta de manera coyuntural mediante propuesta, desde arriba por 
los órganos constitucionales o desde abajo como una iniciativa de la so­
ciedad. Ese tipo de consultas sería vinculante o n~, es decir, su efecto en 
algunos casos no influye de manera directa en la decisión final. 

Otra modalidad de la consulta popular se refiere a la posibilidad de 
que el ciudadano pueda proponer proyectos de ley ante las instancias 
legislativas. Esta modalidad también se denomina iniciativa popular, que 
tiene como objetivo general reformar el carácter total, parcial, constitu­
cional o legal de cualquier disposición normativa. 

En el caso de la revocación de mandato, se trata de la determinación 
de dejar sin consecuencia el mando de un titular de algún cargo de elec­
ción popular. Es un proceso de consulta ciudadana en el que los ciuda­
danos pueden quitar la encomienda ciudadana, que de manera previa en 
una elección ordinaria decidieron otorgar a un representante o gober­
nante; es deci r, desautorizar o disolver el mandato ciudadano. Es posible 
aplicar este procedimiento en el ámbito subnacional, en estados o ayun­
tamientos, o en el nacional, lo que implicaría, en muchos casos, al titular 
del Poder Ejecutivo federal. 

En el contexto de México, y a partir de los primeros años de la vida 
independiente hasta la fecha, podrían ubicarse el estudio de la historia 
de la reelección en tres etapas, las primeras dos, planteadas por Manuel 
Ferrer, serían: l. La que transcurre de 1814 a 1857, con una porosidad 
controlada; 2. El periodo de 1857 a 1933, en el que existieron momen­
tos de aceptación y un fuerte movimiento de rechazo; y 3. La que corre 
en nuestra época, con una contundente negativa a la disposición. 

Con apego al Decreto de Apatzingán se planteó la prohibición de la 
reelección inmediata del presidente de la república. Mientras que en 
la Constitución Federal de 1824, en su artículo 77, se establece que: "El 
Presidente no podrá ser reelecto para este cargo sino al cuarto año de 
haber cesado en sus funciones" (Ferrer Muñoz, 163). Es decir, se propo­
ne de manera clara la posibilidad de que un ciudadano que haya ejercido 
el cargo de presidente de la república sea designado otra vez como tal. 

En 1836, las leyes constitucionales anularon la disposición anterior, 
que establecía por lo menos un periodo intermedio entre cargo y reelec­
ción. Esta tendencia prohibitiva de la reelección se reflejó también en 
1843, pues las bases orgánicas de la república mexicana no planteaban 
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ninguna posibilidad de reelección. En 1857 no se establecieron argu­

mentos que posibilitaran la reelección; en cambio, existieron mecanis­

mos que evitaron la continuidad en el mando presidencial. Sin embargo, 

con las vicisitudes de la historia mexicana, es decir, las invasiones extran­

jeras y los conflictos internos, "la restauración de la República hizo sen­

sible la necesidad de establecer gobiernos fuertes que permitieran la 

consolidación del Estado" (Rabasa, en Ferrer, 1991:164). Esa circuns­

tancia posibilitó la implementación de la reelección indefinida y la con­

figuración de la presencia de presidencias fuertes, como la de Benito 

Juárez, Sebastián Lerdo de Tejada y la de Porfirio Díaz. 13 

El movimiento revolucionario que sostuvo en México la no reelec­

ción planteó en 191 O los vicios y corrupciones que traían consigo las 

prácticas que permitieron mantenerse en el poder a Porfirio Díaz. En ese 

sentido, Francisco l. Madero, al asumir la presidencia en noviembre de 

1911, convirtió la demanda que lo llevó al poder en el "principio perma­

nente y necesario para la vida democrática de México" (Ochoa Campos, 

en Ferrer: 19). A partir de sus argumentos y del movimiento revolucio­

nario que encabezó, se inició uno de los ejes rectores de la transfor­

mación al México moderno, así como de la política de la vida nacional. 

Sin embargo, el tema de la reelección no desapareció del debate na­

cional con el movimiento de Madero. En 1927 se estableció en el artículo 

83 la posibilidad de un segundo mandato, siempre y cuando existiera 

un periodo intermedio. En 1928, el artículo mencionado establecía: 

!3 En el caso de la experiencia de Porfirio Díaz, fue ilustrada de manera conrun­

dem e por Manuel Calero en la época de la dictadura: "El primero entró a la presiden­

cia por la amplia puerta que le abrió la dictadura creada por la revolución de Ayuda; el 

segundo y el tercero asumieron el mando supremo por la desaparición del Presidence; 

el cuarto conquistó el poder con la fuerza de su braw, lo entregó al guineo en calidad 

de préstamo, y lo recogió después, conservfodolo hasra el presenre con el aplauso de 

los buenos ciudadanos" ( 1903: 109- 155). L•:n 1878 se esrahleció la reelecció n en el 

periodo inmediato , y en 1887 , l;i Constitución permiría la reelección en el periodo 

constitucional siguiente. En ese contexto, en 1888 el entonces presidente Díaz ganó la 

elección; una vez en el poder, en 1890 inició una reforma con la finalidad de establecer 

la reelección indefinida; la tendencia y el argumento cemral de la propuesta se concen­

traba en fortalecer b institución presidencial. Así lo concretó el presidente Díaz hasta 

el surgimiento del movimienro amirreeleccionista que desechó el mecanismo de reelec­

ción, en cualquiera de sus modalidades. 
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"El presidente entrará a ejercer su encargo el 1 de diciembre, durará en 

él seis años y nunca podrá ser reelecto para el periodo inmediato" (Tena 

Ramírez, en Ferrer: 911). Es claro que la supuesta prohibición se encon­

traba establecida, pero únicamente para el periodo siguiente, sin hacer 

alusión a la posibilidad de postularse después de cursar un periodo inter­
medio de Gobierno. 

En 1932, el Comité Ejecutivo Nacional del Partido Nacional Revo­

lucionario rechazó la reelección; impulsó el acuerdo en la reforma cons­

titucional y, posteriormente, su establecimiento en la Constitución, 

donde se redactó, sin dejar espacio a la interpretación, la prohibición 

definitiva de la reelección: "El ciudadano que haya desempeñado el cargo 

de Presiden te de la República, electo popularmente, o en el carácter de 

interino, provisional o sustitu to, en ningún caso y por ningún motivo podrá 

volver a desempe1íar ese puesto" (Tena Ramírez, en Ferrer: 199;450). 
Esta redacción establecida en la Carta Magna se mantiene hasta nuestros 

días en su artículo 83. 
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